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I. Introducción

Este trabajo sobre los Sistemas de financiamiento político (SFP) de los países
andinos se ha estructurado en tres partes: una primera, que abarca la dimensión
comparativa de los sistemas de financiamiento político regionales, una segunda,
relativa al funcionamiento real de las normas y el papel de los mecanismos de
control y, finalmente, una tercera, donde se presentan las enseñanzas y propuestas
de reforma extraídas.

Sin embargo, antes de seguir quisiéramos plantear que, a nuestro modo de ver,
la teoría del financiamiento debe incluirse dentro de teorías más amplias y potentes
sobre la influencia política y la corrupción. Dentro de ellas, el financiamiento pri-
vado forma parte de un ritual general de intercambio y don1 y provee de un pool
limitado de recursos en el que todos los actores políticos intentan pescar. A veces
las gratificaciones son inmediatas para las distintas partes, y a veces forman parte
de un intercambio diferido altamente complejo y difícil de detectar2. En ciertos
casos el donante influye más sobre el político que éste sobre aquel. En otros, más
frecuentes de lo que se cree, el arte del político es tal que logra desembarazarse
hábilmente de lo que parecían determinaciones ineludibles.

Otra idea que nos inspira, algunas de cuyas elaboraciones a la luz de casos con-
cretos se encontrarán más adelante, es que los SFP, por su parte, son dispositivos
de regulación con fines muy respetables de favorecer la equidad y la competitividad
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democráticas entre las fuerzas políticas, pero cuyos costos y beneficios hay que
evaluar cuidadosamente. Entre los primeros son de tener en cuenta los riesgos de
medidas intervencionistas en la espontaneidad política que, dentro de sistemas
políticos constantemente en riesgo de deslizamiento en el autoritarismo o el desor-
den institucional, pueden convertirse en armas de doble filo. A su vez, es indudable
que dejar rienda suelta al financiamiento tiene un efecto nocivo sobre la legitimidad
y la salud de la democracia. De manera que nos encontramos ante una situación
dilemática en la que, sin embargo, es peor no hacer nada.

Enunciados los anteriores pocos y escuetos preconceptos teóricos, señalaremos
que la información aquí sistematizada se basa fundamentalmente en las fichas y los
trabajos analíticos elaborados por los investigadores nacionales, aunque algunas
veces hemos ido más allá de ellos. Los autores han tenido, por supuesto, que lidiar
con las clásicas fallas de información sobre la materia, es decir, los vacíos de cono-
cimiento sobre las contribuciones extranjeras, el aporte de las fortunas o riquezas
personales, la reorientación de los flujos de dinero debido a la regulación, los
fondos secretos y la real influencia de los grupos de poder, además con la frecuente
situación de que el escándalo sustituye los datos más sólidos. En todo caso se logra
establecer inferencias plausibles. Pero de todas maneras a veces nos quedaron
dudas que sólo podrían ser despejadas con investigaciones in situ. Sin embargo, a
nuestro entender, es un resultado valioso establecer un marco sistemático de
examen que sirva para plantear más organizadamente las restantes cuestiones que
sólo podrán aclarar estudios más profundos.

II. Los sistemas de financiamiento político en los países andinos: 
una visión comparada

En todos los países andinos encontramos establecido un marco legal para la
obtención y provisión de recursos económicos para partidos y candidatos, es decir,
un sistema de financiamiento político (SFP). Es cierto que en el caso de Venezuela
falta un elemento tan importante como el financiamiento público, ya sea directo o
indirecto, pero subsisten los otros ingredientes relativos a prohibiciones y limita-
ciones de distintos tipos de financiamiento, regulaciones sobre publicidad y propa-
ganda, así como otros  aspectos. También en el caso venezolano es necesario
ejercer cierta precaución en la caracterización del SFP, pues se trata de un  sistema
político que  aún  no ha  superado la etapa de su implantación. Sin embargo, bajo
la nueva Constitución ha habido ya, en el 2000, un gran proceso electoral donde
se han dictado regulaciones y se han manifestado fenómenos comunes no sólo a
los países de la zona sino en el ámbito comparado más general; entre ellos la
creciente separación entre el financiamiento que recaban los partidos y el que
realizan los candidatos por su cuenta.

Se ha estructurado, en la Tabla 1 un resumen de la información disponible. La
tabla abarca aspectos de la regulación que se refieren a los ingresos al sistema, es
decir, las limitaciones y modalidades que se establecen respecto de los inputs
privados y públicos, estos últimos tanto directos como indirectos, de financiamiento;
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los que aluden al control que se establece sobre los egresos o outputs que realizan
los actores políticos, ya sea en cuanto a controles directos como a la revelación al
público de la forma en que han utilizado los recursos que reciben; la tabla,
finalmente, incluye las sanciones que acarrea el incumplimiento de algunas de las
regulaciones.

En un recorrido del panorama, que luego examinaremos con el detalle que
permite la información suministrada, encontramos que se dan prohibiciones a
determinados tipos de financiamiento, así como formas directas e indirectas de sub-
vención pública, topes de algún tipo a los gastos electorales, sistemas en desarrollo
e imperfectos de control y, finalmente, intentos insatisfactorios, y más bien forzados,
de divulgación del monto y manejo de las finanzas partidistas y electorales. Se halla
así, una acentuada heterogeneidad de los sistemas de financiamiento público en los
países andinos. Los factores de esta heterogeneidad son, según los autores, las
preferencias normativas de la cultura política, los límites impuestos por el entorno
institucional y la presión de la coyuntura que lleva a acentuar un aspecto u otro. 

Habría que tener en cuenta, además, (i) el contexto general de la crítica
situación de la democracia en América Latina. Quizá sea esta la región donde más
se patentiza la crisis. Desde que fueron recabados los datos que sirven de base a
este estudio se ha producido la remoción de un presidente en Bolivia, el deterioro
creciente de la popularidad de los presidentes del Ecuador y del Perú, una política
más dura contra la guerrilla en el interminable conflicto de Colombia y el agrava-
miento de la situación venezolana. La crisis y desprestigio de la democracia es la
crisis y el desprestigio de los partidos políticos, que son los que crean los sistemas
de financiamiento público y se someten a su control; por consiguiente, los SFP son
también arrastrados por la crisis y dan la misma impresión de precariedad que el
sistema político. 

Al mismo tiempo se nota que es un rasgo común a todos los países de la región
andina (ii) el surgimiento de un nuevo actor constituido por las diferentes manifes-
taciones de la sociedad civil, unas más políticas que otras, pero todas con una voca-
ción de cumplir tareas de control y disclosure en las que han fallado los partidos
políticos. Los diferentes grados de beligerancia que los sistemas constitucionales y
legales les conceden es otro factor importante de diferenciación entre los SFP de la
región.

Otro factor estrechamente vinculado con la irrupción de  nuevos protagonistas
políticos es (iii) el avance de instituciones de democracia directa, lo cual lleva a
extender el ámbito de investigación no sólo al financiamiento de las elecciones
regulares, sino también al de estas nuevas instituciones, de manera que ya resulta
incompleto el análisis si no las incluye, y se hace ineludible en los casos colombiano
y venezolano, pero también está presente en el Ecuador y en Perú.

Finalmente (iv) el paradigma de las campañas actuales gira en forma determi-
nante alrededor de los medios de comunicación de masas, y cada SFP estudiado
comparte rasgos comunes en cuanto a la forma de lidiar con este aspecto, pero
también tiene particularidades propias.



1. Principales regulaciones sobre las fuentes de financiamiento 
en la región andina

Comenzando la descripción por los límites a las contribuciones privadas nacio-
nales, encontramos como uno de los polos la casi total falta de regulación en
Colombia, una situación intermedia como la del Perú, y en el otro extremo Bolivia,
Ecuador y Venezuela. En Colombia sería posible un control de las donaciones de
las empresas, dado que éstas deben ser autorizadas por alguno de sus organismos
directivos y una cierta restricción  a las donaciones anónimas, puesto que a partir
de  un  determinado monto se obliga a revelar quién las  realiza, pero no existe na-
da más allá de estas bastante laxas regulaciones. En Bolivia encontramos un límite
bastante preciso en cuanto a que las contribuciones no deben exceder del 10% del
presupuesto anual del partido, disposición que es de suponer habrá generado la
adaptación organizativa correspondiente de los partidos, así como una restricción
notablemente fuerte, pues no se permite la contribución de organizaciones políticas
y sociales (no gubernamentales). En Ecuador, el porcentaje de restricción  a las
personas jurídicas también es del 10%, pero sobre el gasto electoral autorizado para
cada cargo a elegir.  Bolivia, Ecuador y Venezuela comparten la prohibición a las
contribuciones de contratistas gubernamentales mientras que ello no se menciona
en Colombia ni en Perú, país que colocamos en medio de  los dos extremos porque
en  lugar de prohibiciones generales establece dos muy específicas, una referida a
las contribuciones por actividades  proselitistas y otra respecto de las organizaciones
religiosas. Como se  puede ver, las regulaciones son bastante peculiares y hasta
inconsecuentes.

En cuanto a las donaciones extranjeras, nuevamente aparece el sistema colom-
biano como el de mayor laxitud, en contraposición a todos los demás, que las
prohíben en forma tajante, salvo en Bolivia y Perú, que establecen la excepción de
permitir los recursos foráneos cuando se trate de formación, capacitación e inves-
tigación.  Probablemente, igual que en el caso de Costa Rica, ello debe tener que
ver con el aporte que dan las fundaciones de partidos políticos de otras latitudes y
resulta coherente con la orientación general del sistema peruano, que consagra la
financiación pública de los partidos mas no de sus campañas electorales.

No se reporta, como en el caso nicaragüense, que sea relevante el finan-
ciamiento de empresarios radicados en los Estados Unidos. Sin embargo, dos de los
países estudiados figuran entre los que más remesas de dólares reciben de sus
emigrantes: Colombia con 1.800 y Ecuador con 1.400 millones de dólares, ocupan-
do el sexto y octavo lugar de una lista que encabeza la India con 10.000 millones
de dólares, seguido por México (9.900 millones), Filipinas (6.400 millones),
República Dominicana (2.000 millones), El Salvador (1.900 millones de dólares) y
Brasil (1.500 millones de dólares)3. Se puede alegar que sólo se trata de remesas
de subsistencia destinadas a los familiares, pero no se puede descartar su futura
incidencia política. En el caso venezolano, con el éxodo o creación de sucursales de
grupos empresariales hacia Miami, el fenómeno también podría llegar a tener una
importancia que hasta ahora no se vislumbra.
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Naturalmente la debilidad en el control de las donaciones produce el efecto de
una dependencia cada vez mayor de ellas, y conduce a que los actores políticos
descarten el camino arduo de las cotizaciones y los eventos masivos de recolección
de fondos, pero este sería apenas un factor, pues también debe tener ese efecto el
mismo financiamiento público, tanto directo como indirecto, sobre todo ante la
ausencia de sistemas que aparean o condicionan el subsidio a la obtención por los
partidos, por sí mismos, de cantidades equivalentes (matching), que tampoco
existen en este grupo de países. El sistema peruano, por otra parte, parece haberse
ido al extremo, desalentando también las actividades de recolección de pequeñas
cantidades en eventos proselitistas.  

Tampoco hemos podido develar con certidumbre las razones para la poca
regulación de las donaciones políticas. Es posible que desempeñe un papel la
compleja administración del sistema, pero debe ser más importante la poca presión
social sobre los partidos, que naturalmente tenderán a dejar grandes vacíos en las
reglamentaciones que ellos mismos establecen.

2. Subsidios estatales

El cuadro de la región en cuanto a la existencia de sistemas de financiamiento
estatal corresponde a la tendencia mundial de presencia de estos apoyos, pero es
alterado por lo que puede aparecer como una situación extravagante en Venezuela,
país donde están constitucionalmente prohibidas. Que esta situación se haya pro-
ducido en uno de estos países, no es, sin embargo, deleznable, porque podría apun-
tar a una peligrosa tendencia si se aceleran procesos de deslegitimación partidista
como los que afectaron a la nación caribeña. El ejemplo venezolano ha perdido, sin
embargo, la fuerza que tuvo en sus inicios por la cada vez más patente orientación
autoritaria y personalista del chavismo, que también se revela en el aspecto del
financiamiento, de manera que la vía venezolana podría considerarse la peor de las
posibles. En efecto, la eliminación del financiamiento estatal ha significado sim-
plemente su continuación bajo diversas formas, pero sólo en beneficio del partido
gobernante y, además, de manera abiertamente inconstitucional.  

Los beneficiarios del sistema de financiamiento son los partidos principal-
mente, pero en Colombia se hace mención expresa a los movimientos,  aunque no
tengan personería jurídica, y en Ecuador a aquellos que están registrados.  Salvo
Colombia, a partir del Acto Legislativo de Reforma Política que incluyó las consul-
tas internas, en los otros países no se informa de que exista financiamiento para las
campañas internas  en que los  partidos escogen sus candidatos, sobre  todo los pre-
sidenciales, pero es de preguntarse si semejantes  disposiciones no contribuirían a
hacer más  prolongadas las campañas de lo que ya son y conspirarían contra el
objetivo de establecerles límites temporales. Por otro lado, el financiamiento a los
partidos contribuye a compensar la tendencia centrífuga, también comprobable en
la región, hacia el desarrollo por parte de los candidatos de sus propios aparatos de
financiamiento, con la consiguiente debilitación de los partidos.

El predominio del momento electoral en relación con el subsidio público puede
admitirse como rasgo de los sistemas andinos en cuanto a los montos y a la
centralidad que ocupa en la atención de la opinión pública, pero no en el sentido
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de que el financiamiento no electoral sea excepcional. En efecto, en cuatro de los
países -Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú-, existe el financiamiento no electoral de
carácter anual e, inclusive, en el Perú es el único financiamiento establecido. Natu-
ralmente en este aspecto se suscitan importantes cuestiones tales como si los
partidos efectivamente utilizan este financiamiento para mejorar la calidad de sus
actividades o si, más bien, lo dedican a fines electorales. En países como Colombia,
donde el proceso de descentralización ha avanzado y con ello la multiplicación de
elecciones en los niveles locales, y donde existen ambos tipos de financiamiento, es
de pensar que los fondos de funcionamiento tengan que usarse también para las
elecciones locales entre las elecciones presidenciales nacionales. Igualmente es de
pensar que, en el Perú, la carencia de financiamiento electoral presione todavía más
fuertemente a desviar los fondos que, en principio, sólo tienen fines administrativos
y de formación. En el Ecuador el asunto es cuestionado por las personalidades
entrevistadas. Por lo demás, resulta problemático deslindar ambos aspectos, puesto
que cabría preguntarse si los partidos no han acabado de convertirse ante todo en
maquinarias electorales. La insatisfacción que a su respecto reina en la región, y en
otras partes, probablemente depende en gran medida de tal metamorfosis.

El desembolso de la subvención se verifica posteriormente al acto electoral en
Colombia. No se reportan quejas sobre la demora en la reposición. En el Ecuador
el mínimo es de cuatro meses y el máximo de un poco más de seis meses. Un lapso
tan largo dificulta la obtención de créditos contra la reposición y anula en gran
medida los efectos pro-equidad del sistema. Los cuatro sistemas con financiamiento
público establecen algún tipo de barrera a su acceso. La más baja es la que rige en
Bolivia, donde basta haber obtenido un 3% de los votos en las últimas elecciones.
Cuando se establece, como en el Perú, que es necesario  contar con representación
en el Congreso, es necesario examinar el sistema electoral para saber cuál es la
barrera que éste determina para poder alcanzar representación.

En un sentido amplio, el financiamiento público está constitucionalizado en
todos los países de la región en cuanto a que se lo menciona ya sea para facilitarlo
o, como en el caso de Venezuela, para negarlo. En el sentido estricto de establecer
el financiamiento público, son dos los que lo consagran expresamente. Bolivia, en
una forma indirecta, al pautar la Constitución que los partidos políticos “rendirán
cuenta pública de los recursos financieros que reciban del Estado y estarán sujetos
al control fiscal” (Art. 223-IV) y Colombia sin circunloquios, pues la Constitución
dispone que “el Estado contribuirá a la financiación del funcionamiento y de las
campañas electorales de los partidos y movimientos políticos con personería
jurídica” y que “los demás partidos, movimientos y grupos significativos de ciuda-
danos que postulen candidatos, se harán acreedores a este beneficio siempre que
obtengan el porcentaje de votación que señale la ley” (Art. 109); por otra parte,
también se estipula que “los partidos y movimientos políticos con personería jurídi-
ca tienen derecho a utilizar los medios de comunicación social del Estado en todo
tiempo, conforme a la ley. Ella establecerá asimismo los casos y la forma como los
candidatos debidamente inscritos tendrán acceso a dichos medios” (Art. 110).

Más restringido, el texto fundamental peruano establece sólo “el acceso gratuito
a los medios de comunicación social de propiedad del Estado en forma propor-
cional al último resultado electoral general” (Art. 35), y aún menos el ecuatoriano,

Financiamiento político en los países andinos:  Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela



De las normas a las buenas prácticas248

que se restringe a establecer la fijación de límites a los gastos electorales, los días de
duración de la campaña y la obligación de rendición de cuentas (Art. 116). En el
nivel legal se constata, en este grupo de países, que se aplica un criterio de
distribución de los fondos públicos en proporción a los votos obtenidos, cónsono
con la tendencia internacional. En Colombia el financiamiento electoral es comple-
tamente proporcional a los votos, pero en lo que se refiere al de la actividad par-
tidaria se introduce una variante un tanto compleja, donde el 10% se reparte por
partes iguales entre las fuerzas políticas y los restantes porcentajes según la propor-
ción de votos o escaños. En Ecuador el financiamiento electoral tiene una pro-
porción mucho mayor de distribución igualitaria puesto que llega al 60%, mientras
que en Perú para el financiamiento anual es del 40%.

Las cifras proporcionadas no permiten una comparación en magnitudes
homogéneas en cuanto al monto del subsidio. La base para la determinación es un
porcentaje del presupuesto consolidado en Bolivia, mientras que en Ecuador es un
porcentaje de  los egresos presupuestados anualmente. En Perú, el Estado destina
el equivalente al 0.1% de la Unidad Impositiva Tributaria por cada voto emitido
para elegir representantes al Congreso.4 En Colombia el sistema es diferente, pues
hay un Fondo de Financiación de Partidos y Campañas Electorales que recibe una
suma fija por cada ciudadano registrado electoralmente. Esta variedad de sistemas
suscita reflexiones. Una de ellas es que el sistema colombiano es más vulnerable a
una eventual protesta que los otros tres sistemas que resultan más remotos y menos
perceptibles por el ciudadano común, pero por ello mismo el colombiano resulta
más diáfano.

La impresión de que, debido a su base de cálculo, el sistema boliviano es el que
proporciona más recursos, se refuerza si se tiene en cuenta la tabla 4 de comparación
mundial que emplean Casas y Zovatto5, en el análisis de la subregión centroame-
ricana, de República Dominicana y México. En esa tabla, Bolivia aparece bastante por
encima de Ecuador, con US $ 0. 60 por votante. Sin embargo en ella no figura
Colombia, y en cuanto al Perú su sistema es de reciente promulgación.  

La forma fundamental de subsidio indirecto en la zona es la concesión de es-
pacios gratuitos en la TV y radio estatales, pero Colombia y Perú también incluyen
los medios privados. En Perú es obligación constitucional el acceso gratuito a los
medios de comunicación social de propiedad del Estado en forma proporcional al
último resultado electoral general. En Colombia se dispone un derecho general de
acceso a los medios públicos para los partidos y movimientos. En Venezuela, unas
recientes Normas sobre publicidad y propaganda de los procesos de referendo
revocatorio de mandatos de cargos públicos de elección popular del 19 de Noviem-
bre del 2003, despejaron las dudas que todavía podían existir sobre la estricta
disposición constitucional y eliminaron los espacios para las partes contrapuestas,
en el referendo revocatorio presidencial, en los medios públicos. Sin embargo,
probablemente en el futuro se intensificará la tendencia a que los subsidios públicos
se hagan por esta vía y, al incluir a los medios privados, pasen de indirectos a direc-

4 Equivale a  S/3.1 por voto o US $ 0.0035. La ley peruana es del 2003, por lo que aún está en proceso de
aplicación.

5 Véase Casas Kevin y Zovatto Daniel. Capítulo 1 de la II Parte de esta obra.



tos, pero en especie. Una razón es la centralización de las campañas en torno a la
televisión, cuestión que en Colombia se ha agudizado debido a la inseguridad crea-
da por el narcotráfico y las guerrillas. Por otra parte, la opinión pública quizá com-
prenda mejor este tipo de auxilio que los desembolsos en efectivo.

En cuanto a las exoneraciones fiscales, las otorgan Perú y Ecuador, siendo más
liberal el primero, pues exonera a los partidos de los impuestos directos, mientras
Ecuador lo hace en cuanto a los bienes raíces propiedad de los partidos. En todo
caso, hay que decir que la extensión a los medios privados del otorgamiento de
espacios les confiere alta relevancia a tales subsidios. Igualmente, son notables y
útiles las facilidades que se dan en Colombia para el transporte en época de elec-
ciones. Por otra parte, no se constata en la región, como en otras latitudes, que se
exonere a los donadores sino solamente a los receptores, es decir, los partidos.

3.  Regulaciones sobre los gastos electorales

En los países andinos  existen topes a los gastos electorales al menos en cuanto
a tiempo de publicidad. Por su parte, sólo Colombia no limita el tiempo de divul-
gación política en los medios, pero la  propaganda electoral sí se restringe a tres me-
ses antes de las elecciones. El límite en Ecuador se refiere a que la publicidad sólo
está permitida en los días de campaña. Aparte de este aspecto particular, pero de
suma importancia, se establecen límites generales a los gastos de campaña, lo cual
también es obligación constitucional en Venezuela –todavía no implementado—,
Colombia y  Ecuador. En este último sistema los topes están establecidos por ley y,
aunque las cantidades se expresan en dólares, la legalización de montos es una
medida demasiado rígida.

Los límites de duración de la campaña están constitucionalizados en el Ecuador
–45 días—y en Venezuela con remisión a la ley. En general los organismos electo-
rales fijan el tiempo de duración de cada campaña, pero no están constreñidos por
obligaciones legales, y las reglamentarias que establecen resultan constantemente
violadas.

4.  Reglas de transparencia financiera

No se puede decir que las normas andinas sean escuetas en materia de reportes
sobre contribuciones y gastos. Todos los ordenamientos estudiados establecen su
obligatoriedad. En Bolivia, Ecuador, Colombia y Venezuela es un deber constitu-
cional. En el Perú la nueva ley de partidos dispone, incluso, la inversión de la carga
de la prueba, pues los aportes no declarados se presumen de fuente prohibida. Los
lapsos de presentación postelectorales van desde  cuatro semanas en Colombia
hasta dieciséis semanas en Bolivia. En Venezuela, por otra parte, los medios deben
suministrar información, cuando la solicite el Consejo Nacional Electoral, sobre la
publicidad que les haya sido contratada. En los casos donde existe financiamiento
permanente encontramos que en Bolivia y Perú los reportes son anuales. No se
informa lo mismo respecto de Colombia y Ecuador, pero los organismos correspon-
dientes -Consejo Nacional Electoral y Tribunal Supremo Electoral-  tienen faculta-
des para exigirlos en cualquier momento.
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5.  Régimen sancionatorio

El régimen de sanciones no parece tan severo en una región donde algunos de
los países se encuentran en el foco del problema del narcotráfico. Sin embargo, una
visión más completa requeriría revisar la legislación penal, cuestión que rebasa el
ámbito de estudios como éste. No obstante, desde el punto de vista electoral, pare-
ce suficientemente estricto. En Perú y Bolivia se aplica la suspensión del finan-
ciamiento, e incluso la pérdida del derecho a participar en las siguientes elecciones
en el último país citado. Igual ocurre en Colombia respecto de la suspensión del
financiamiento. En Ecuador, donde se llega hasta la revocatoria del mandato por el
uso de recursos públicos o la recepción de contribuciones del narcotráfico, el analis-
ta6, sin embargo, evalúa que el sistema es disperso e insuficiente y que no se aplica.
También en Colombia se aplica la pérdida de la investidura. En Venezuela la legis-
lación electoral introduce la prisión por ocultar información o recibir contribuciones
anónimas. Por lo que se refiere a la pregunta sobre los destinatarios de las sancio-
nes, puede verse que son los partidos o sus miembros, salvo en los casos colom-
biano y ecuatoriano, donde se castiga al candidato elegido. Los sistemas que no
establezcan sanción a los candidatos aparecen, en general, como incompletos.

6. Evaluación general del marco normativo andino

Los informes recolectados apuntan a un balance negativo sobre la capacidad
del financiamiento electoral “para prevenir la excesiva influencia de los intereses
privados y la corrupción política” cuando pasan de la consignación escueta de
regulaciones a su evaluación. El asunto es grave porque, a menudo, son los mismos
actores políticos quienes defienden el financiamiento público como disuasivo de los
males apuntados. Los efectos de deslegitimación que ello acarrea ya se han produ-
cido en Venezuela, y los otros países podrían estar al borde de fenómenos seme-
jantes.

En lo que sigue presentamos una matriz FODA con las modalidades específicas
a la región.

La revisión de la tabla lleva a destacar aspectos que bajo peculiares modali-
dades se presentan en todos los sistemas de financiamiento público. Los conjuntos
de dispositivos, órganos y recursos que los componen no dan frutos de la noche a
la mañana, sino que forman parte de un entramado tejido institucional que sólo
progresa y remedia sus imperfecciones si existen bases mínimas de consenso polí-
tico, en forma paulatina y a menudo inadvertida para una opinión pública acos-
tumbrada a moverse sólo por escándalos. Lamentablemente, el cuadro institucional
de la región atraviesa una tempestuosa turbulencia que no permite ser optimista
sobre el futuro de los sistemas de financiamiento público.  En esta situación ellos
constituyen un aspecto muy débil y altamente controvertido de las democracias
regionales. Cabe decir así que, por la parte negativa, hay que destacar más las
amenazas que las debilidades. Bajo tales circunstancias parece necesario no inten-
tar reformas ambiciosas, sino tratar de perfeccionar lo existente y penosamente
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logrado como la implantación reciente de un sistema de financiamiento partidista
en el Perú y respecto del cual aún no se aquieta la polémica. Por otra parte, el
ejemplo venezolano alerta sobre lo que podría significar una legislación aun media-
namente contralora en manos de un proyecto sospechosamente autoritario.

Al mismo tiempo, resulta paradójico constatar que la liberación y propiciación
de nuevas fuerzas y líderes que refresquen el aire en la enrarecida atmósfera política
de la región requiere la extensión del financiamiento a estas nuevas fuerzas, ya sea
dentro o fuera de los partidos tradicionales. La regulación de este aspecto es, sin
embargo, sumamente compleja, discutible, y tropieza con numerosas resistencias,
pero es una cuestión viva internacionalmente y no sólo en los países en desarrollo.
También es complejo y dudoso que todavía siga siendo posible mediante fiat estatal
revertir la tendencia de los partidos a convertirse exclusivamente en maquinarias
electorales y a depender cada vez más del gran donante -el Estado- o de los grandes
donantes privados. La beligerancia cada vez mayor de factores extrapartidistas,
conocidos como “sociedad civil”, podría convertirse al menos en un contrapeso por
la presión que cada vez más puedan ejercitar a fin de lograr que, por la vía de la
divulgación y la inspección social, se logre controlar algunos de los males que el
financiamiento público ha fallado en eliminar.

III. Las prácticas de financiamiento electoral en  los países andinos: 
la realidad y sus riesgos

1. El peso de los subsidios directos y su activación

La información disponible sobre los costos de las elecciones en la región andi-
na y el peso de los subsidios directos, no permite elaborar una comparación deta-
llada, ya que no hay cifras disponibles para Perú, Venezuela y solo parcialmente en
Ecuador. En el caso de Colombia y de Bolivia, los datos permiten indicar que el
subsidio directo corresponde aproximadamente a un 45-50% del gasto electoral. 

2. La recaudación de donaciones políticas

La menesterosidad de la información a mano no puede atribuirse en la zona
andina a la falta de interés de la academia y la prensa. Las dificultades provienen
más bien de los obstáculos para recabar la información, como queda consignado
en todos los reportes.

Como en ninguno de los países donde existe el subsidio éste se adelanta en
parte sustancial, no se presenta la anomalía que ocurre en El Salvador, donde
recurrentemente se han dado casos de no restitución de lo que al final resulta que
no corresponde al partido beneficiado. No hay detalles tampoco sobre las líneas de
crédito que abren los partidos, sobre la perspectiva de los reembolsos, y si como
pasa en Costa Rica y Nicaragua, se producen ganancias para los capitales privados
y una nueva forma de dependencia de los partidos respecto de tales capitales.

Como señalamos anteriormente, el subsidio público, al tener como destina-
tarios a los partidos, apenas constituye una compensación a la debilitación que el
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financiamiento electoral produce en las organizaciones políticas por la autonomía
cada vez mayor que adquieren los candidatos y su entorno para recabar fondos
privados. En todos los SFP regionales se confirma el fenómeno. En Bolivia y Ecuador
son importantes los aportes personales que hacen los candidatos a sus campañas, y
en el segundo son frecuentes los casos de candidatos presidenciales adinerados, como
ocurrió con Álvaro Noboa. En Colombia, a pesar de que el sistema público beneficia,
según De la Calle, a un rango inmoderadamente amplio de beneficiarios, los
candidatos presidenciales se las arreglan para cortejar a los cuatro grandes grupos
económicos, y en las elecciones para congresistas el Estado apenas pudo haber
repuesto un 10% de los gastos. En todos estos sistemas, unos más, otros menos, se
comprueba el efecto del sistema presidencialista, en el cual no sólo la forma de
gobierno, sino también la campaña, está centrada en los aspirantes presidenciales.

¿Quién hace la recaudación y cómo se hace?

Carecemos de mayores detalles sobre los comités y organizaciones que rodean
a los candidatos, pero los esfuerzos legales por implantar tesorerías de partidos y
hacerlas obligatorias, lo mismo que expresiones como la “microempresa política”
en Colombia, o la aceptación en los partidos políticos venezolanos de la realidad
del proyecto personal de cada notable dirigente, al cual tienen que adaptarse los
partidos y no al revés, nos revelan que pese a la mayor dimensión de estos países,
en comparación con los centroamericanos, también la política candidatural se
desenvuelve en un entramado de buenas relaciones y contactos especiales con
quienes están en capacidad de aportar grandes fondos a la campaña.

De esta manera vemos que en Bolivia se exige que los partidos dejen constan-
cia de la  nómina de los dirigentes responsables de la administración del patrimonio.
En Venezuela se requiere que cada candidato u organización notifique al CNE el
nombre de la persona responsable de los recursos financieros. Se trata de intentos
para imponer orden en un sistema cada vez más disperso de recolección de fondos
y cuyos resultados son inciertos. En el Perú, para las elecciones del 2001, la mayor
parte de las contrataciones publicitarias dependieron de los ciento veinte candidatos
parlamentarios de cada agrupación y del entorno personal del candidato.

Una investigación más específica sobre la composición de los gabinetes, espe-
cialmente de las carteras de finanzas y economía, seguramente dará claves impor-
tantes sobre los compromisos contraídos en la campaña y que luego se saldan en
la forma de integración del gobierno. Sin embargo, ello puede no darse y no signifi-
ca que no existan tales compromisos que se traducen más bien en contrataciones
en sectores atractivos para los empresarios, como son los seguros de los funcio-
narios públicos y los militares, cual ocurrió en Venezuela en la primera época del
gobierno de Chávez. En este país el concepto de “operador político” de los candida-
tos y luego de los presidentes tiene una fuerte connotación de hombre que, entre
otros apoyos, también logra los financieros.

Hemos intentado organizar la información sobre donantes privados y el em-
pleo que se da a las donaciones en la siguiente tabla.
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Como se desprende de la tabla, los gastos de la videopolítica, como la llama
Sartori, se llevan la más suculenta tajada. No es extraño el poder que en todos los
países andinos adquieren los medios de comunicación; ellos no son sólo destinatarios
de inversiones en publicidad, sino también donadores directos o indirectos, a través
de descuentos o tiempos gratuitos, cuyo cortejo absorbe en gran medida los esfuerzos
y el tiempo de los candidatos. Por ello no resulta deleznable la proposición de
concentrar el financiamiento estatal en la contratación de publicidad en los medios
privados. El plegamiento de los grandes empresarios de la TV al gobierno autoritario
de Fujimori, o el papel de factores de desestabilización política en Venezuela  que han
desempeñado la TV y la prensa bajo el régimen político anterior a Chávez, y que
ahora pagan caramente7, son ejemplos de que esta es una cuestión política de suma
trascendencia, y que va más allá del tema estricto del financiamiento.

En otro orden de ideas, observamos que extrañamente no hay mucha mención
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a algo que consume ingentes recursos, como es el pago de compañías encuestadoras
y la contratación de asesores electorales extranjeros, y en creciente medida naciona-
les, que tienen un rol ya consagrado en todos los países de la Región. En el caso
particular de las encuestas lo revelan las normas que en todos ellos restringen la infor-
mación que proporcionan, tanto en la víspera del acto electoral como a boca de urna.

La importancia del tema de los medios nos obliga a aprovechar los datos sobre
costos de publicidad, sobre todo para la TV, disponibles, mediante la Tabla 4.

Un análisis de la Tabla 4 nos ofrece valiosas pistas respecto de los costos de
campaña en la región estudiada:

(i) Llama la atención el bajo costo promedio del segundo -TV- en Bolivia y la
gran diferencia entre Colombia y Venezuela (con los más altos costos) y el
resto de los países, por lo que el precio en Bolivia aparece extremadamente
bajo. Ello nos indica que las campañas colombianas y venezolanas encuen-
tran en la TV un factor de alto encarecimiento, impresión que se acrecienta
para Colombia, pues allí no existen limitaciones de tiempo de publicidad
por los medios como en los otros SFP. Estas cifras hay que tomarlas con
cautela porque probablemente han sido calculadas con métodos divergen-
tes: por de pronto no parece plausible la diferencia tan grande entre
Colombia y Venezuela y el resto de los sistemas comparados.

(ii) En Ecuador no sólo no hay límites de tiempo, sino que se pueden utilizar
los tiempos de punta con las programaciones de tanta audiencia en
Latinoamérica, como son las telenovelas.

(iii) Frente a esta realidad lucen insuficientes las normas sobre tarifas preferen-
ciales o las que establecen limitaciones de tiempo y que frecuentemente
son violadas.

(iv) Sin embargo, es necesario aclarar que los que a veces aparecen como cos-
tos desmesurados no siempre son enjugados por los partidos y candidatos
porque existen prácticas de descuento. En Perú, los principales partidos
políticos han sido favorecidos regularmente con tales descuentos, o han
sido pagados con letras de cambio luego renegociadas o anuladas. Estos
descuentos han llegado al 50% en la televisión, 75% en la radio y 90% en
la prensa. En Ecuador, la organización Transparencia8 reporta que “en la
segunda vuelta electoral, los candidatos o pagan nada o casi nada por la
publicidad televisiva”. Al asunto de los descuentos hay que agregar el
punto de partida favorable que representa para cualquier candidato el ser
propietario de medios o favorecido por ellos. Esta situación genera,
naturalmente, una serie de problemas de indeseable dependencia de los
candidatos respecto de los medios, e incrementa su poder en desmedro del
equilibrio democrático de las fuerzas sociales.

(v) La gravitación de las encuestas se patentiza, como ya anotamos, en que to-
dos los SFP en examen prohíben su divulgación días antes de las eleccio-
nes, pero en el Ecuador se llega al extremo de pretender impedir su
difusión hasta 20 días antes de las elecciones, lo cual luce exagerado.

255

8 http://www.transparencia.org.pe/foro/docs/18b-luis_verdesoto.pdf.

Financiamiento político en los países andinos:  Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela



De las normas a las buenas prácticas256



257



De las normas a las buenas prácticas258



259



Por otra parte, la polarización política venezolana obliga a plantear el tema del
financiamiento a un nivel más básico que lo que ocurre en otros países. No se trata
ya del financiamiento de una actividad política más o menos apacible o que trans-
curre por los cauces conocidos, sino de grandes eventos de masas, las marchas,
organizadas por el gobierno y la oposición, y que en el primer caso consumen in-
gentes recursos públicos en transporte y provisión alimenticia y bonificaciones
monetarias de los contingentes humanos que llegan de la provincia, o aparatos
oficialistas de formación cívica que parecen más bien otro disfraz del partido de go-
bierno, o el desarrollo frente a los medios privados, predominantemente oposi-
cionistas, de toda una red de medios alternativos, todo ello pese a la norma
constitucional que prohíbe el financiamiento público. A su vez, los medios privados
se han metido en serios problemas porque su orientación anti-Chávez los ha lleva-
do a otorgar propaganda gratuita a los factores políticos de oposición en circuns-
tancias críticas de rebelión y paro, violando, según el gobierno, las restricciones
impositivas a las donaciones.

En todos los informes nacionales se confirman de una manera u otra los
siguientes asertos:

(i) Las pocas grandes contribuciones predominan sobre las muchas peque-
ñas. Lo ilustran los casos colombiano y boliviano, de los cuales tenemos
más datos. En las elecciones presidenciales de 1997, en Bolivia, los parti-
dos recabaron los aportes que no suplía el financiamiento estatal mediante
simpatizantes e intermediarios de empresas, las cuales lógicamente hacen
contribuciones significativas; para las elecciones legislativas los candidatos
tienen que aportar de sus propios bolsillos cantidades que van de los US $
20.000 a los US $ 40.000.

(ii) Los grandes donantes apuestan por todos, pero por unos más que otros.
Es expresivo el informe de De la Calle, según el cual en Colombia (en las
elecciones del 2002) tal aporte forma el 25% de los gastos reportados en
la campaña de Álvaro Uribe; el 11% para Horacio Serpa y el 15% para
Noemí Sanín. Continúa señalando que dos grandes grupos económicos
contribuyeron a las tres campañas más grandes. El “Grupo Santodomingo”
donó exactamente la misma suma a Álvaro Uribe (elegido presidente)  y a
Horacio Serpa (segundo en votos): Col $502 millones (US $300.000) y Col
$ 100 millones (US $40.000) a Noemí Sanín, tercera en votación. El “Gru-
po Antioqueño”,  aportó sumas casi iguales a las dos primeras campañas:
Col $ 477 y 453 millones (US $190.000 y $180.000) respectivamente y
Col $290 millones a Sanín. Por su parte, los otros dos grupos económicos
que, conjuntamente con los dos anteriores, integran el cuarteto más sólido
de la economía colombiana, hicieron aportes  al ganador Álvaro Uribe: el
“Grupo Luis Carlos Sarmiento” dio Col $400 millones (US $160.000) y el
“Grupo Ardila Lule” Col $255 millones (US $100.000). Una Fundación
perteneciente a otro importante grupo empresarial donó Col $ 413
millones (US$165.000) a Álvaro Uribe y Col $ 51 millones (US $20.400)
a Noemí Sanín.

(iii) El desideratum de las pocas pero muchas contribuciones parece que sólo
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se da respecto de candidaturas cuestionadoras o marginales que producen
una gran movilización contra el sistema establecido. Así, en Colombia la
campaña de Luis Eduardo Garzón, de la izquierda, costó Col $1187 mi-
llones (US $480.000) y recibió una sola donación en dinero de una
Fundación, además de Col $370 millones de miembros del movimiento
(US$148.000) y Col $ 634 millones (US $250.000) en especie.

En Venezuela, la carencia de información no obsta a señalar que se confirma
el fenómeno de los aportes distribuidos a los candidatos con mayor probabilidad
de victoria. Así, en la campaña presidencial de 1998, los grandes donantes aposta-
ron primero a Irene Sáez, de COPEI, para luego ellos y los medios trasladar el
péndulo de los fondos hacia los dos finalistas, Chávez y Salas Römer. Aunque este
último obtuviera más, Chávez pudo darse el lujo de convocar a sus partidarios para
recolectar los cuatro millones de bolívares de una multa que le impuso el CNE en
la campaña del 2002. La suma resulta pequeña en términos de US $ (poco menos
de 6000), pero es una buena pista sobre gran parte del financiamiento chavista,
aunque nos sea desconocido en detalle.

La contribución de funcionarios elegidos a la maquinaria del partido entregan-
do, en forma más o menos voluntaria, cierta proporción de su dieta, no es discu-
tida en los materiales utilizados, y sólo de pasada se mencionan las deducciones de
nómina de otros funcionarios. Esta omisión puede querer decir que se da por
sentado el fenómeno o, que en el caso de los funcionarios, tiende a desaparecer. Si
fuera así, constituiría un éxito a ser apuntado al haber del financiamiento estatal
puesto que, como en Bolivia, este posible efecto ha sido alegado para implantarlo.
Probablemente esta conclusión sea excesivamente optimista y se requiera más in-
vestigación sobre el tema. Sin embargo, hay que señalar con alarma que en Vene-
zuela, pese a las disposiciones constitucionales, son insistentes las informaciones y
rumores sobre la generalización de la práctica de exigir a los funcionarios su contri-
bución al proceso revolucionario que el gobierno de ese país dice estar realizando.
Por ejemplo, a mediados del 2002 la prensa informó que a notarios y registradores
se les habría obligado a depositar en una cuenta del MVR el 15% de su sueldo ‘en
favor de la revolución’, y a los jefes de servicio y asistentes de los registradores apor-
tar el 10% de su salario

Una pregunta de la más alta importancia es la que interroga sobre la recipro-
cidad que generan las donaciones privadas una vez que los favorecidos por ellas
alcanzan el poder. No parece que sea simplemente obtener acceso al poder. En
cuanto a decisiones de inversión, condonación o cancelación de deudas estatales
habría que añadir, a juzgar por el caso venezolano, también jugosas contrataciones
o créditos blandos para auxiliar a empresas en precaria situación financiera, pero
una cosa son estos “favores” y otra el secuestro de políticas públicas, respecto de la
cual no hay que caer en una visión reduccionista de la política como determinada
por el financiamiento privado. Los decisores políticos, una vez elegidos, a  menudo
se desembarazan de lo que  parecería atarlos de manera definitiva. No hay que
olvidar que, por más ayuda de sectores poderosos que hayan recibido, se deben
ante todo a un electorado más amplio cuya causa siempre pueden enarbolar contra
quienes los han favorecido financieramente. Es frecuente, así, el caso del político
“desagradecido” que se vuelve contra sus  promotores.
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De todas maneras el caso del financiamiento por empresarios de los medios,
sobre todo televisivos, tiene importantes diferencias respecto del que dan otros
sectores económicos. Efectivamente, ellos no desarrollan su actividad fuera del foco
de la atención pública sino que, por el contrario, están inmersos allí. Es irresistible,
por consiguiente, la tentación de convertirse en factores de influencia política por-
que, además, cuentan con medios de represalia que no tienen otros empresarios.
Al mismo tiempo, sin embargo, el caso de Fujimori y el de Chávez, así como el del
régimen militar de Velasco Alvarado en el Perú, revelan los límites de esa influencia.

Los países de la subregión andina han sido objeto de la acción de las fundacio-
nes políticas extranjeras, sobre todo las alemanas, y significativamente los ordena-
mientos de Bolivia y Perú permiten expresamente las contribuciones foráneas en
asistencia técnica, capacitación e investigación, pero aparte de este aspecto relativa-
mente inocuo, estos países cuentan con grandes recursos naturales, especialmente
mineros y energéticos, que han atraído inversiones extranjeras. Sería de extrañar
que de ellas no provinieran intentos de influencia política a través del financia-
miento, o no fueran susceptibles a peticiones por parte de eventuales beneficiarios
nacionales, que bordean la extorsión o la traspasan. En el Perú se reporta la inter-
vención del magnate George Soros y en Venezuela se llegó a intentar un antejuicio
de mérito contra el Presidente Hugo Chávez Frías por haber supuestamente solici-
tado  la dirección de su campaña a las empresas con presencia en el país y, entre
ellas, al grupo Banco Bilbao Vizcaya, que contribuyeron a sufragar los gastos de la
campaña de 1999. Esta entidad habría girado US $ 1,5 millones a través de un
paraíso fiscal. El Tribunal Supremo desestimó el caso, pero lo interesante fue el
alegato de la violación de normas sobre financiamiento establecidas en la Ley
Orgánica del Sufragio y Participación Política, según las cuales es delito que los
candidatos no declaren los fondos recaudados para una campaña electoral. Igual-
mente, causó escándalo la revelación de que en las elecciones de 1999 la compañía
japonesa Kobe Steel habría contribuido a la campaña de los dos principales rivales
de Chávez. El caso no pudo continuar en el Japón porque un funcionario de la
misma compañía destruyó la evidencia. Independientemente de la veracidad judi-
cial, estos hechos sugieren dos hipótesis: 1) que la solicitud de fondos se hace a
todas las empresas y no sólo a las nacionales y 2) que las empresas extranjeras son
vulnerables a aparecer como poco cooperativas y tratan de proteger sus inversiones
a través de riesgosas operaciones de financiamiento.

IV. Consideraciones finales: los controles del financiamiento político
en la práctica y las perspectivas de reforma

El material proporcionado por los investigadores locales es rico en información
sobre  los controles del financiamiento partidista y electoral en la práctica, y de él
se deducen importantes sugerencias para la reforma de los SFP. Para aprovecharlo
al máximo hemos elaborado la Tabla 5, donde, además, consideramos el papel de
la sociedad civil.

Aparentemente la información resulta desalentadora. Encontramos constantes
a lo largo de la subregión que alimentan tal juicio. En todos los SFP considerados
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se constata que los organismos de control carecen del suficiente financiamiento -
salvo el caso del Ecuador- para el ejercicio de sus atribuciones sobre el amplio
rango de sujetos bajo control, o de los adecuados recursos técnicos y de  personal.
El control se concentra sobre los recursos públicos y descuida lo que tiene más gra-
vitación sobre el rumbo de la política, que es el financiamiento privado (un sesgo,
por cierto, que también se da en la literatura analítica), los entes fiscalizadores están
partidizados, la rendición de cuentas y la divulgación son insuficientes y en la
mayor parte de los sistemas considerados la cultura política no es activa respecto
del tema del financiamiento.

No obstante, creemos que se puede sostener con fundamento una visión más
equilibrada. A pesar de todas sus insuficiencias y limitaciones, los países de la re-
gión han ido acumulando una  experiencia institucional que suministra lecciones
aprovechables para la reforma. Con todas sus fallas, el financiamiento público y el
control han presionado a los partidos políticos a establecer prácticas administrativas
más gerenciales y, aunque sea escaso, no se trata de un logro menor. Además,
nuevos actores políticos han surgido y se han interesado por el tema del finan-
ciamiento, creando un incipiente sistema de control social que puede llegar a ser
muy efectivo: es lo que llamaríamos la promesa de la sociedad civil, y por eso he-
mos querido incorporar este factor a la Tabla 5. 

En todos los países de la región la sociedad está en ebullición. Aun sus formas
subversivas contienen un potencial constructivo que hay que saber canalizar. La
misma legislación ha contribuido a la activación social. Se comprueba en Colombia
y Ecuador, donde el financiamiento público va más allá de las formaciones propia-
mente partidistas. El papel de los medios de comunicación no sólo tiene aspectos
negativos sobre la política, sino también positivos, por el espacio que concede a la
actividad e informaciones de las ONGs, en forma tal que no se puede hacer caso
omiso de su labor fiscalizadora. Estas organizaciones desempeñan y desempeñarán
un papel importante  al cubrir las fallas de información de los entes públicos sobre
todo en cuanto a financiamiento privado e, incluso, gastos mediáticos de las fuerzas
políticas.

Los datos recabados y la elaboración conceptual sobre ellos permiten alcanzar
algunas orientaciones que nos parecen útiles sobre los rumbos de la reforma. En
este sentido, como el financiamiento público y el control del financiamiento político
persiguen, además de objetivos de equidad, democratización y modernización,
también la prevención y el combate contra la corrupción, debemos tener en cuenta
los aspectos establecidos por la teoría de la corrupción en relación con las políticas
públicas que buscan enfrentarla.

1º La lucha contra la corrupción es una actividad que consume recursos es-
casos, es decir, de un alto costo de oportunidad. Por lo tanto es imposible
eliminar completamente el fenómeno en el financiamiento político. La
lección a sacar de aquí es, entre otras, que es necesario definir y precisar el
nivel que se quiere alcanzar en la dotación técnica y financiera de los orga-
nismos de control. Este se encuentra en una escala que no es el máximo
posible, pero tampoco el pobre equipamiento actual.
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2º La desregulación es preferible a una regulación excesiva pero irrealista. Sin
embargo, la desregulación no es el ideal en este campo, ya que conduce al
control de los partidos por una serie de fuerzas indeseables financieras,
mediáticas e incluso delictivas. Sin embargo, la regulación requiere un fine
tuning que no se practica. Este afinamiento incluiría que la legislación y
reglamentación deben estar adaptadas a la realidad de los partidos y
movimientos políticos, y no una copia servil de la que es apropiada para
los entes que forman parte del aparato estatal. La normativa sobre finan-
ciamiento debe además optimizar objetivos difíciles de conciliar: no propi-
ciar una excesiva fragmentación política, pero tampoco bloquear a fuerzas
renovadoras; el control debe contar con sistemas de información gerencial,
pero no gastar en información cuya utilidad y uso no están garantizados.
Esta consideración nos obliga a plantear nuevamente el caso venezolano.
Independientemente de la grave crisis política que atraviesa esa nación y
lo problemático de querer desterrar el financiamiento público, no pensa-
mos, tampoco, que el sistema sea a priori rechazable. Bajo condiciones de
mayor autenticidad constitucional, los venezolanos podrían desarrollar un
modelo alternativo en que el ahorro del financiamiento público permita
una concentración más eficaz en el control del gasto electoral y político, sus
topes y límites.

3º Es preferible establecer sanciones no tan severas pero de alta probabilidad
de aplicación a sanciones severas pero de baja probabilidad de aplicación.
Una pregunta de la más alta importancia es la que interroga sobre la reci-
procidad que generan las donaciones privadas una vez que los favorecidos
por ellas alcanzan el poder. No parece que sea simplemente obtener acceso
al poder. A lo señalado respecto de Centroamérica en cuanto a decisiones
de inversión, condonación o cancelación de deudas estatales habría que
añadir, a juzgar por el caso venezolano, también jugosas contrataciones o
créditos blandos para auxiliar a empresas en precaria situación financiera,
pero una cosa son estos “favores” y otra el secuestro de políticas públicas,
de lo cual, reiteramos, hay razones para dudar.

En la práctica en los países andinos:

� Existen muy pocas regulaciones al financiamiento privado y diversos gra-
dos de generosidad en la provisión de fondos públicos. En el caso
venezolano la diferencia es que se hace abiertamente en contra de la
Constitución.

� No hay muchos controles del financiamiento político, ni es mucha su
aplicación.

� A menudo los controles de diferentes órganos se superponen ineficazmente
entre sí.

� El financiamiento se verifica al margen de los organismos partidarios.
� Existe cierta debilidad de los controles parlamentarios y de prensa, pero en

la región hay que anotar la incidencia cada vez mayor de la sociedad civil.
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Podemos convenir, además, que la tendencia a la reforma tiene como objetivos
centrales:       

1. Reducir la influencia del dinero mediante el acortamiento de las campañas
y establecer topes de gastos.

2. Mejorar la orientación y uso del financiamiento.
3. Disminuir el tráfico de influencias.
4. Fortalecer la  publicidad, divulgación y transparencia.
5. Promover la competencia equitativa.
6. Fortalecer los órganos de control.
7. Hacer más eficaz el sistema de sanciones.

Pero sobre todo no hay que perder de vista la convergencia entre ética y polí-
tica. A menudo los SFP parecen estar primariamente basados en una cierta debi-
lidad ética que se pretende sustituir con aparatos burocráticos o intervención
estatal. Se parte del supuesto de  que si no se establecen subvenciones, los partidos
caerán a merced de la corrupción y el delito. Mientras ello tenga un alto grado de
probabilidad será muy poco lo que se pueda lograr, porque cualquier sistema estará
minado en su base, que es el talante ético de los individuos que lo componen. Este
talante ético tiene diversos ingredientes: uno de  ellos es  la integridad moral y otro
una disposición de servicio y de rendición de cuentas.

Financiamiento político en los países andinos:  Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela
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